El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Temas:

SEGURIDAD SOCIAL / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ RECONOCIMIENTO PENSIONAL/ DESVINCULACIÓN DEL PROGRAMA DE BENEFICIOS ECONÓMICOS PERIÓDICOS BEPS- Exigencias-/ PERSONA DE LA TERCERA EDAD, SITUACIÓN DE DEBILIDAD MANIFESTA, HALLARSE FRENTE A UN PERJUICIO IRREMEDIABLE, LESIONADO EL MÍNIMO VITAL/ INCUMPLIMIENTO REQUISITOS PARTE ACCIONANTE/ OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL ANTE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA/ CONFIRMA
En el asunto bajo estudio no se cumplen tales requisitos, pues la señora Ofelia Muñoz Gaviria en la actualidad cuenta con sesenta años
 y por ende, no supera el rango mínimo para ser considerada persona de la tercera edad, determinado por la jurisprudencia constitucional, de conformidad con el índice de expectativa de vida fijada por el DANE, en setenta y tres años
.

De igual manera dejó de demostrar que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, pues aunque de acuerdo con su historia clínica padece de enfermedad pulmonar obstructiva crónica e hipertensión
, no hay cómo deducir que esas patologías justifiquen conceder la tutela reclamada por hallarse frente a un perjuicio irremediable.

Tampoco alegó ni acreditó que la decisión de no acceder a su solicitud de desvinculación del BEPS, le haya lesionado su mínimo vital. Y si bien dijo que pertenecer a ese programa le impide acceder a eventuales derechos pensionales, la Sala no comparte ese argumento pues de conformidad con los artículos 2º y 14 del Decreto 604 de 2013 ese beneficio hace parte de los servicios sociales complementarios y no es incompatible con la afiliación al Sistema General de Pensiones, y por tal razón Colpensiones, en la citada determinación, le informó que “la finalidad del programa es permitirle constituir un ingreso para su vejez a través de la constancia en el ahorro, por tanto no realizar ahorros a su cuenta en BEPS, no le causará consecuencias, ni sanciones, ni multas, ni mora, por el contrario, sus ahorros generarán rendimiento, y podrá seguir cotizando al Sistema General de Pensiones en cualquiera de sus dos regímenes”
.  

(…)

Por tanto, como no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar la desafiliación del programa de beneficios económicos periódicos, el amparo resulta improcedente. 
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Acta No. 357 del 19 de septiembre de 2018

Expediente No. 66001-31-03-005-2018-00611-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la señora Ofelia Muñoz Gaviria, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 1º de agosto último, en la acción de tutela que aquella instauró contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Afiliaciones, de Acciones Constitucionales, de Atención y Servicio y de Solicitudes y PQRS, la Gerente de Redes e Incentivos y la Agente Web BEPS de esa entidad.
ANTECEDENTES

1. Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Fue diagnosticada, “desde hace un buen tiempo”, con hipertensión esencial, enfermedad pulmonar obstructiva crónica y secuelas de tuberculosis respiratoria.

1.2 Realizó aportes al ISS, hoy Colpensiones, para cubrir las contingencias de vejez, invalidez y muerte.
1.3 En días anteriores fue convocada por Colpensiones para participar en reuniones sobre la pensión de vejez y allí “me hicieron firmar diferentes formatos para hacer parte de los BEPS- Beneficios Económicos Periódicos Solidarios”, ya que, según le informaron, con ello se favorecería su prestación vitalicia.
1.4 Desde el momento en que se vinculó al BEPS no ha recibido dinero alguno, contrario a lo que le habían manifestado en esas reuniones.

1.5 Por lo anterior, el 6 de junio pasado elevó petición ante la demandada para que la desafiliara del citado programa.
1.6 Esa entidad, mediante oficio del 14 del citado mes, le informó que no podía retirarse ya que no contaba con la edad límite para ese efecto, fijada en 57 años, lo cual es impropio pues a la fecha tiene más de 60 años.

1.7 Debido a su delicado estado de salud, su propósito es continuar con las cotizaciones para obtener su pensión. Sin embargo, la demandada se opone a ello, con lo cual le impide al acceso a esa prestación. 
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y a la seguridad social. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones desafiliarla del programa BEPS.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 19 de junio se admitió la acción y se ordenó vincular a los Directores de Afiliaciones, de Acciones Constitucionales, de Atención y Servicio y de Solicitudes y PQRS, a la Gerente de Redes e Incentivos y a la Agente Web BEPS de Colpensiones.
2. Se pronunció el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones para manifestar que mediante oficio del 14 de junio de este año se resolvió de fondo la solicitud de desafiliación del sistema BEPS, formulada por la actora. Agregó que la acción de tutela es improcedente para obtener la desvinculación requerida, pues para ese efecto se debe acudir a los procedimientos administrativos o judiciales respectivos.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 1º de agosto último en la que se declaró improcedente el amparo.
Para así decidir, la funcionaria de primera instancia consideró que en este caso se incumplen los requisitos de procedencia excepcional de la tutela para obtener el reconocimiento de derechos pensionales, ya que la accionante no reúne la calidad de sujeto de especial protección pues a la fecha cuenta con 60 años y quienes, según la jurisprudencia merecen ese especial trato, son aquellos que superen los 74, de conformidad con la expectativa de vida certificada por el DANE. De igual manera dejó de acreditar que la falta del reconocimiento de la prestación requerida afecte de forma grave sus derechos fundamentales. Por tanto, para acceder a la desafiliación del programa BEPS, la citada señora debe adelantar la acción ordinaria laboral respectiva, en la que se verificará si cumple los requisitos para ese efecto, cuestión que es ajena a la competencia del juez de tutela.
4. Inconforme con el fallo, la accionante lo impugnó. Dijo que se ratificaba en los hechos y pretensiones de la demanda, y enfatizó en que ella se encuentra en edad avanzada y que sufre de varias enfermedades, razón por la cual es necesario que se le permita desvincularse del BEPS, para poder seguir con las cotizaciones a pensión. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la tutela para ordenar a Colpensiones desvincular a la accionante del programa de beneficios económicos periódicos -BEPS-. De serlo se establecerá si esa entidad lesionó los derechos invocados por la actora, al negarle esa desafiliación. 
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos relativos al régimen de seguridad social escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar reconocimientos pensionales en casos en los cuales el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita. Así por ejemplo, ha dicho
: 

“3.1.2. Los artículos 86 de la Carta y 6 del Decreto 2591 de 1991 establecen el carácter subsidiario de la acción de tutela, que tal como lo ha expresado esta Colegiatura, puede ser empleada ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales bajo las siguientes condiciones: i) que no exista otro medio judicial a través del cual se pueda resolver el conflicto relacionado con la vulneración del derecho fundamental alegado, ii) que aun existiendo otras acciones, estas no resulten eficaces o idóneas para la protección del derecho, o, iii) que siendo estas acciones judiciales un remedio integral, resulte necesaria la intervención transitoria del juez de tutela para evitar la consumación de un perjuicio irremediable.

…
3.1.3. Ahora bien, en relación con la procedencia de la acción de tutela respecto de conflictos relativos a la seguridad social entre los distintos actores del Sistema, el legislador ha dispuesto las vías correspondientes para el trámite de los mismos que, en virtud de la cláusula de competencia general, corresponden en principio a los jueces ordinarios en sus especialidades laboral y de la seguridad social… Sin embargo, en casos excepcionales, también se ha aclarado que el reconocimiento y pago de prestaciones derivadas de la seguridad social, como las pensiones y afines, puede concederse mediante amparo constitucional, si, como fue descrito, a pesar de la existencia de mecanismos judiciales ordinarios, éstos resultan ineficaces o no idóneos para la protección concreta de los derechos o se configura un perjuicio irremediable para quien acciona
.

3.1.3.1. Adicionalmente, la Corte ha señalado que la procedencia excepcional de la acción de tutela para el reconocimiento de dichas prestaciones pensionales opera siempre que se afecte de manera clara y evidente un derecho fundamental y la vía ordinaria no tenga la potencialidad de asegurar el goce de la garantía presuntamente conculcada. Y del mismo modo, ha reseñado algunos criterios que le permitirían al juez de tutela analizar las circunstancias de mayor o menor afectación en cada caso. Así por ejemplo: “(i) la edad y el estado de salud del demandante; (ii) el número de personas a su cargo; (iii) su situación económica y la existencia de otros medios de subsistencia; (iv) la carga de la argumentación o de la prueba en la cual se sustenta la presunta afectación al derecho fundamental; (v) el agotamiento de los recursos administrativos disponibles; entre otros”.

4. En el asunto bajo estudio no se cumplen tales requisitos, pues la señora Ofelia Muñoz Gaviria en la actualidad cuenta con sesenta años
 y por ende, no supera el rango mínimo para ser considerada persona de la tercera edad, determinado por la jurisprudencia constitucional, de conformidad con el índice de expectativa de vida fijada por el DANE, en setenta y tres años
.

De igual manera dejó de demostrar que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, pues aunque de acuerdo con su historia clínica padece de enfermedad pulmonar obstructiva crónica e hipertensión
, no hay cómo deducir que esas patologías justifiquen conceder la tutela reclamada por hallarse frente a un perjuicio irremediable.
Tampoco alegó ni acreditó que la decisión de no acceder a su solicitud de desvinculación del BEPS, le haya lesionado su mínimo vital. Y si bien dijo que pertenecer a ese programa le impide acceder a eventuales derechos pensionales, la Sala no comparte ese argumento pues de conformidad con los artículos 2º y 14 del Decreto 604 de 2013 ese beneficio hace parte de los servicios sociales complementarios y no es incompatible con la afiliación al Sistema General de Pensiones, y por tal razón Colpensiones, en la citada determinación, le informó que “la finalidad del programa es permitirle constituir un ingreso para su vejez a través de la constancia en el ahorro, por tanto no realizar ahorros a su cuenta en BEPS, no le causará consecuencias, ni sanciones, ni multas, ni mora, por el contrario, sus ahorros generarán rendimiento, y podrá seguir cotizando al Sistema General de Pensiones en cualquiera de sus dos regímenes”
.  
5. Por tanto, como no concurre una situación excepcional que le impida al demandante acudir a la jurisdicción ordinaria para solicitar la desafiliación del programa de beneficios económicos periódicos, el amparo resulta improcedente. 

6. Se confirmará entonces el fallo de primera instancia.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 1º de agosto pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Ofelia Muñoz Gaviria contra Colpensiones, a la que fueron vinculados los Directores de Afiliaciones, de Acciones Constitucionales, de Atención y Servicio y de Solicitudes y PQRS, la Gerente de Redes e Incentivos y la Agente Web BEPS de esa entidad.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Con aclaración de voto)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Según copia de su cédula de ciudadanía, que obra a folio 5 del cuaderno No. 1, nació el 25 de septiembre de 1957


� “… lo cierto es que en la jurisprudencia de esta Corporación ya se ha definido que son personas de la tercera edad aquellas que superan la expectativa de vida de los colombianos de acuerdo a la estadística fijada por el DANE, la cual corresponde actualmente a los 73.95 años de edad. En ese orden de ideas, solamente cuando se supera esa edad, la acción de tutela puede llegar a ser el mecanismo principal, y no subsidiario pues, en tal caso, la jurisdicción ordinaria efectivamente no resulta ser el medio más eficaz y expedito para la garantía de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.” Sentencia T-204 de 2017, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folios 6 a 15 cuaderno No. 1


� Folio 17 cuaderno No. 1





� Sentencia T-112 de 2016, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Ver, entre otras, las sentencias T-708 de 2009 (M.P. Juan Carlos Henao Pérez), y SU-189 de 2012 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).


� Ver, entre otras, las sentencias T-456 de 1994 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), T-076 de 1996 (M.P. Jorge Arango Mejía), T-160 de 1997 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-546 de 2001 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-594 de 2002 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-522 de 2010 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-1033 de 2010 (M.P. Jorge Iván Palacio Palacio) y T-595 de 2011(M.P. Jorge Iván Palacio Palacio). Citadas por la Sentencia T- 494 de 2013. (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez)


� Según copia de su cédula de ciudadanía, que obra a folio 5 del cuaderno No. 1, nació el 25 de septiembre de 1957


� “… lo cierto es que en la jurisprudencia de esta Corporación ya se ha definido que son personas de la tercera edad aquellas que superan la expectativa de vida de los colombianos de acuerdo a la estadística fijada por el DANE, la cual corresponde actualmente a los 73.95 años de edad. En ese orden de ideas, solamente cuando se supera esa edad, la acción de tutela puede llegar a ser el mecanismo principal, y no subsidiario pues, en tal caso, la jurisdicción ordinaria efectivamente no resulta ser el medio más eficaz y expedito para la garantía de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.” Sentencia T-204 de 2017, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folios 6 a 15 cuaderno No. 1


� Folio 17 cuaderno No. 1





9

